Carátula 


COMISIÓN DE PRESUPUESTO INTEGRADA CON HACIENDA 


(Sesión del día 12 de setiembre de 2019). 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 10:05). 


—Damos la bienvenida a las autoridades del Poder Judicial: a la presidenta de la Suprema 
Corte de Justicia, ministra doctora Elena Martínez; al director general de los servicios administrativos 
del Poder Judicial, ingeniero Marcelo Pesce; a la técnica en administración Laura Bruzzone y a la 
asesora, contadora Natalia Lalinde, y aguardamos en unos minutos la llegada del ministro doctor Jorge 
Chediak. 


SEÑORA MARTÍNEZ.- Muchas gracias y muy buenos días para todos. 


Vamos a dividir la exposición entre el ingeniero Pesce y quien habla. El ingeniero se va a 
encargar de abordar los aspectos generales y realizar el informe tradicional, mientras que yo voy a 
poner el énfasis en el tema de violencia de género. Así va a transcurrir la disertación. Solicito que 
comience el ingeniero Pesce. 


SEÑOR PESCE.- Muy buenos días a todos. 


Es realmente un gusto estar aquí para rendir cuentas sobre lo que ha sido nuestra gestión en 
el año 2017. Principalmente vamos a centrar la exposición en cuatro ejes que para nosotros han sido 
muy importantes durante el ejercicio 2017 y en los cuales queremos poner énfasis. 


El 2017 ha sido un año muy intenso para nuestra gestión, en particular a partir de la entrada 
en vigencia del Código Aduanero y del Código del Proceso Penal. Gracias a los distintos grupos de 
trabajo que la Suprema Corte de Justicia puso en funcionamiento, se logró no solamente asegurar un 
correcto funcionamiento de los tribunales, de los servicios de apoyo y de las defensorías públicas, sino 
también la implantación de ambos códigos, que para el Poder Judicial ha sido exitosa. Lo decimos con 
gran orgullo porque esto se hizo con el apoyo incondicional de jueces, funcionarios, técnicos y 
actuarios, que realmente pusieron mucho de sí para que todo empezara a funcionar. Por eso hacemos 
una evaluación exitosa de esta implementación. 


También queremos destacar que todos los créditos que fueron asignados, tanto para gastos 
de funcionamiento como para inversiones, fueron ejecutados a cabalidad. Si se quiere, la 
implementación del Código Aduanero quedó un poco opacada por lo importante que fue la implantación 
del nuevo Código del Proceso Penal. No obstante, queremos destacar el impacto que tuvo el Código 
Aduanero, que ha incrementado en un mil quinientos por ciento el número de causas que ahora se 
tramitan en el sistema judicial. Este es un punto que me parece importante. Después va a reforzar 
alguno de los artículos que planteamos para 2019 y, de alguna manera, queremos enfatizar en ello. 


Asimismo, queremos recordar y hacer un llamado de atención sobre la implementación del 
CPP, que en su momento se hizo con condiciones presupuestales mínimas. Este punto es importante 
porque, de alguna manera, pone de manifiesto los motivos por los cuales hacemos algunos pedidos. 


El otro eje fundamental de trabajo fue el fortalecimiento de toda la infraestructura, en 
particular la edilicia. Hubo algunos hitos claves como la inauguración del Centro de Justicia de 
Maldonado, obra de gran porte para nuestro presupuesto, que fue ejecutada en plazo y dentro del 
presupuesto; en algún momento esperamos concluir con las siguientes etapas, o sea, con los módulos 
2 y 3. 


También se realizaron obras de la primera etapa del Centro de Justicia de Rivera. Queremos 
destacar que se hicieron unas cincuenta intervenciones arquitectónicas para la implementación del 


nuevo Código del Proceso Penal, algo que para nosotros fue todo un desafío en cuanto a la 
complejidad y la envergadura de la tarea, que se realizó con total éxito. 


Hay que destacar el gran esfuerzo que se ha hecho, en particular, respecto de las políticas y 
los procesos de capacitación. La implementación de estos códigos requirió muchísimas horas de 
capacitación y, en particular, el Centro de Estudios Judiciales dictó más de treinta cursos de formación 
continua y talleres que abarcaron no solamente a jueces, sino a defensores, fiscales y aspirantes a la 
magistratura. También se realizaron 46 cursos a más de 2.500 funcionarios, lo que les permitió adquirir 
las destrezas, las habilidades y los conocimientos necesarios para implementar estos códigos. 
Queremos destacar —porque hace poco, cuando tuvimos el honor de recibir en el Palacio Piria a las 
representantes de la bancada bicameral femenina, hablamos sobre el tema- la integración y la 
sensibilización de la temática de género, no solamente a nivel institucional, sino como parte del 
currículo estable de los cursos de aspirantes a magistrados. Queremos destacar no solamente el 
esfuerzo realizado, sino también la receptividad de las propuestas de capacitación en los funcionarios y 
los jueces, cosa que habla del compromiso que todos los judiciales tenemos de la tarea. 


Por último, quiero remarcar cómo se ha consolidado en el ejercicio anterior la optimización 
del uso de las tecnologías para mejorar y medir la gestión y, sobre todo —nos parece importante poner 
énfasis fundamentalmente en este punto—, señalar que hemos cambiado la orientación del trabajo 
hacia los usuarios. Nosotros realizamos toda nuestra tarea orientándola hacia los usuarios y tratando 
de mejorar los servicios. 


Debo señalar que, con la implementación del nuevo sistema de gestión multimateria —en 
breve podremos tener el expediente judicial electrónico—-, hemos llegado a más de 250 sedes. El 
sistema de registración de audiencias —Audire— está instalado en el 100% de la materia penal de todo 
el país. También se ha ideado un nuevo sistema de gestión de la defensa pública. Lanzamos la 
ventanilla judicial única en Internet como medio para que todos los operadores puedan tener un acceso 
directo a la justicia. Además, contamos con el Sistema Nacional de Pericias, que es lo que da soporte a 
toda la actividad pericial en todo el país con interconexión con la fiscalía. 


Es importante destacar que el Poder Judicial hace todo este desarrollo de sistemas y este 
crecimiento a nivel de la digitalización con recursos propios, que están incorporados como parte de 
nuestra actividad y funcionan sin que haya que recurrir a inversiones específicas para la compra de 
software ni tampoco en gastos de licenciamiento. 


Nos parecía importante destacar estos cuatro ejes principales de nuestra actividad como 
rendición de cuentas del año 2017 y, por supuesto, quedamos a las órdenes para enviarles esta 
información y la que los señores senadores entiendan necesaria. 


SEÑORA MARTÍNEZ.- Me gustaría enfocarme en el tema violencia hacia las mujeres basada en 
género. Como todos sabemos, hay una ley vigente desde el 19 de enero de este año. La Corte ha 
interpretado esa ley en el sentido de que supone la creación de juzgados de violencia de género que 
no fueron creados por dicha norma. La ley se refiere a los juzgados con esa competencia —incluso crea 
la competencia—, pero no hay creación de juzgados ni de todo lo acompaña al cargo de juez, como ser, 
actuarios, funcionarios, peritos; nada de eso fue creado. 


Por lo tanto, a lo largo del año hemos dictado distintas resoluciones y hemos dicho que la ley 
está vigente en todo lo que es cuestión de fondo —es mucho lo que se cambia a través de la ley—, pero 
no lo está en lo que tiene que ver con las competencias de los nuevos juzgados que, como ya dije, no 
se crearon. 


También hemos dicho que lo procesal, que es independiente de la cuestión competencial, 
puede llegar a ser aplicado por jueces que consideren que van a poder cumplir con esas normas. ¿Qué 
pasa? Que los plazos son muy breves -se supone que en 72 horas debe haber una audiencia— y sin 
los informes técnicos, sin los peritajes correspondientes, es imposible cumplir con dichos plazos. Por 
supuesto que en el país habrá lugares —y los hubo— donde en algunos casos eso se pudo cumplir, pero 
nosotros no podemos imponerles a los jueces que actúen de determinada forma y en cierto tiempo si 
sabemos que no cuentan con las mínimas herramientas necesarias. Pero como no podemos decir que 
esto está vigente, nos hacemos los bobos y hacemos como que no vemos que eso no se está 
cumpliendo. Por lo tanto, los que lo pueden cumplir, lo cumplen y los que no pueden, no lo cumplen. 
Esa situación se mantiene al día de hoy. Tenemos la intención y la mejor voluntad para que la ley 
empiece a cumplirse integralmente y que de una vez por todas se creen los juzgados que se necesitan, 


que estimamos en un mínimo en nuestra propuesta. Como dijimos en la comisión de la Cámara de 
Representantes, es una propuesta de mínima que no podemos achicar. 


La demanda en materia de violencia doméstica ha cambiado de manera realmente increíble. 
En 2005 había unas 7.000 denuncias, mientras que en 2017 se estimaron en cerca de 40.000 
denuncias, o sea que tuvieron un crecimiento exponencial y todo indica que pueden seguir creciendo 
en esa línea. 


Usando el lenguaje que nosotros utilizamos, Familia Común tiene incrementado su trabajo 
porque hay una ley relativamente nueva de unión concubinaria, leyes de adopción que han cambiado 
los procesos complejizándolos y una ley de identidad sexual; no obstante ello, hemos disminuido la 
cantidad de sedes de familia en Montevideo para reforzar violencia doméstica que, a esta altura, tiene 
ocho sedes en la capital. 


El interior tiene una realidad muy distinta. Nunca nos asignaron recursos para crear más 
sedes; hay un número mínimos de sedes y casi todos los lugares tienen una. De manera que ahí no 
podemos reconvertir, transformar, reasignar competencias ni hacer nada porque los recursos 
asignados y el número de juzgados que existen no lo permite. 


Hay un diagnóstico de una comisión de seguimiento en violencia doméstica bastante 
lapidario. El diagnóstico muestra juzgados saturados en Montevideo y en varias ciudades del interior, 
jueces que no pueden tomar audiencias de cada uno de los casos y, por ende, deben priorizar los más 
graves y resuelven muchos de ellos telefónicamente lo que, por supuesto, no es un modelo a seguir. 
No se puede resolver casos como estos, aunque no sean tan complejos, de forma telefónica. Lo que 
pasa es que el número desborda totalmente la capacidad de atenderlos de otra manera. 


En el interior la materia ha acaparado a los jueces y resiente las demás materias que, en 
ocasiones, tienen atrasos significativos. Los procesos civiles, laborales y de familia se retrasan para 
poder atender la necesidad de urgencia que tiene el tema de la violencia doméstica. 


Por otra parte, sería imposible que un juez pueda resolver la cantidad de audiencias que 
debería tomar para cubrir todos los casos, porque son entre diez y doce audiencias por día por juez en 
Montevideo. Muchos de ellos —no todos—cumplen doble horario para atender ese número de casos. 


La nueva ley causó un impacto muy grande. Se procedió a estimar el volumen esperado de 
expedientes a ser tramitados por los nuevos juzgados especializados en violencia hacia las mujeres 
basada en género y sus distintos componentes. 


Hay tres elementos que inciden en el aumento de la demanda. En primer lugar, está la 
cantidad de expedientes de otras materias que pasarán a tramitarse por fuero de atracción. Es muy 
difícil estimar esto con precisión, pero hemos intentado determinar aproximadamente a cuánto 
asciende la cantidad de expedientes que vendrían por esa vía. En segundo término, hay una cantidad 
de expedientes que hoy se tramitan en materia de familia especializada que, por supuesto, van a ir a 
los juzgados de género. En tercer lugar, existen una cantidad de expedientes producto de la nueva 
demanda generada a partir de las nuevas formas de violencia. Esta cifra es bastante difícil de estimar 
porque no tenemos experiencia en esta materia; no tenemos un punto de comparación. 


Para el primer punto, que corresponde a la cantidad de expedientes de otras materias que 
pasan a tramitarse por fuero de atracción en los juzgados de violencia de género, sobre una base de 
68.000 expedientes de familia y 47.000 penales a nivel de todo el país, se estima un 10 % de fuero de 
atracción en asuntos penales y un 35 % de expedientes en materia de familia. De esa forma, 
obtenemos un total de 29.000 expedientes para todo el país por fuero de atracción. Si a esto se le 
agrega la cifra mencionada en el segundo punto, es decir, la cifra que depende de todos los 
expedientes que se tramitan hoy en materia de familia especializada, se llega a un total de 55.700 
expedientes que pasarían a tramitarse en los nuevos juzgados especializados en género. 


Si bien se toman en cuenta las 26.700 causas efectivamente tramitadas en familia 
especializada, deben tenerse presentes las 39.200 denuncias informadas por el Ministerio del Interior 
que, a la luz de la nueva norma, requerirán tramitación obligatoria. 


A esto debe agregarse lo estimado para el tercer punto, es decir, los expedientes producto de 
la nueva demanda generada por las nuevas formas de género. Esto se ha definido en un 35 % de la 


demanda, o sea, aproximadamente 20.000 expedientes. Todo esto totaliza una cifra estimada en los 
75.000 expedientes a tramitarse anualmente en todo el país en los juzgados especializados en género. 
Esta estimación numérica debe ser considerada como una cuota máxima de la presente propuesta. No 
existen estudios específicos que permitan determinar cómo se asimilarán los nuevos tipos de violencia 
en las modalidades de denuncia. 


¿Qué estamos proponiendo? Para el interior del país proponemos la creación de una sede 
especializada en todos los departamentos. Esa sería una propuesta mínima porque hay lugares en los 
que ya se puede prever que ese número quizás no alcance debido a que su densidad de población es 
mucho más alta. También proponemos la creación de cuatro sedes para el departamento de 
Canelones, que es especial dentro del interior del país porque debe atender a Las Piedras, Pando, la 
Ciudad de la Costa y la capital. 


Cada sede requiere dotación completa, además de su soporte de infraestructura que, debido a 
que no existe en todo el interior, habría que hacerla nueva. Asimismo, se deben reforzar los equipos 
técnicos de peritos a fin de poder cumplir las pericias en los plazos que la norma prevé. Este punto es 
esencial: necesitamos peritos que nos den las garantías adecuadas —tanto a nosotros como a las 
partes; sobre todo a estas últimas— y, para ello, tienen que ser del Poder Judicial. 


Para Montevideo la creación de 26 sedes especializadas en género, que además atenderán 
violencia doméstica en varones y CNA. Estas se crean por medio de 16 transformaciones juzgados ya 
existentes que transformaríamos en violencia de género—, 8 de violencia doméstica, 2 de adolescentes 
y 4 de familia. También solicitamos 12 creaciones de cargo de juez letrado de capital. 


La infraestructura de recursos humanos será la actual, transformada en esquema de oficina 
centralizada y utilizando los servicios periciales del ITF con los refuerzos necesarios. 


A este panorama debo agregarle lo siguiente. Pedimos cerca de $ 943:000.000, de los cuales 
$ 727:000.000 corresponden al presupuesto anual y $ 216:000.000, a inversiones y gastos por única 
vez. De esos $ 727:000.000 de presupuesto solicitados —-más o menos USD 22:000.000-, el 29 % se 
destinan a Montevideo y el restante 71 %, al interior del país. Queda claramente establecido que el 
mayor costo de implementación de la norma se concentra en el interior del país porque el Poder 
Judicial carece de la infraestructura y los recursos necesarios para una implementación digna de la 
norma. 


No obstante, el 29 % del presupuesto solicitado para Montevideo —aproximadamente USD 
6:000.000- no representa el costo total de funcionamiento para la capital del país, sino que financia 
solo el 35 % de los costos totales de funcionamiento en Montevideo. 


El 65 % de los costos de funcionamiento asociados a la ley de género para Montevideo se 
sustenta en transformaciones y reasignaciones de cargos y recursos que la Suprema Corte de Justicia 
dispondrá a tales efectos. 


Quiero que quede claro el esfuerzo que esto significa para el Poder Judicial, porque esa 
reasignación implica sacrificar otros juzgados, otras materias, que de alguna manera sentirán este 
impacto. Estamos dispuestos a que se sufra este impacto, con tal de que existan los juzgados 
necesarios para que se pueda aplicar la ley de violencia de género. 


Esto demuestra con claridad que la voluntad de la Suprema Corte de Justicia es empezar 
cuanto antes con la aplicación de la ley, pero por supuesto depende de que se nos asignen los 
recursos necesarios. Nos parece que la importancia del tema es muy grande y sería una enorme 
frustración no poder concretarlo. Me parece que tener una ley vigente a la que le falta implementación 
de recursos humanos y presupuestales para poder aplicarla, crea una frustración importante. 


Por ahora no tengo nada más para decir, pero quedamos a las órdenes para responder las 
preguntas que los señores senadores deseen plantear sobre lo que acabamos de exponer. 


SEÑOR DELGADO.- Damos la bienvenida a la señora presidenta de la Suprema Corte de Justicia y a 
su equipo. 


Leímos atentamente el mensaje del Poder Judicial —si mal no recuerdo, tiene 43 artículos— 
donde figura no solo la redacción de los artículos, sino también el fundamento y el costo desagregado 
de cada uno, para los que tienen costo. 


En la versión taquigráfica de la comparecencia de la Suprema Corte de Justicia en la Cámara 
de Representantes —este es un tema más conceptual- se advierten dichos de su presidenta, fuertes e 
impactantes, sobre todo cuando habla de los montos en algunos programas. Allí dice: «No estamos 
pidiendo 900 y pico de millones de pesos para que nos den 500. En realidad, ya hicimos todos los 
recortes posibles y esto es lo mínimo». ¿Estaba hablando de la implementación del nuevo CPP? 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Hablaba del programa de género. 


SEÑOR DELGADO.- Uno ve que, en los datos desagregados de la Suprema Corte de Justicia, hay 
recursos para la implementación del nuevo Código del Proceso Penal y se piden otros para el 
Departamento de Medicina Forense, para las transformaciones de cargos, para inversiones y gastos de 
funcionamiento y para algo a lo que hacía referencia la señora presidenta, que es el nuevo programa — 
en función de una ley aprobada- relativo a la violencia de género por el que se instalaría todo un 
sistema judicial vinculado a esta decisión del Poder Legislativo que, obviamente, tiene su correlato en 
el Poder Judicial, lo que nos parece absolutamente importante. Sin embargo, al leer el mensaje del 
Poder Ejecutivo y lo que se votó en la Cámara de Representantes, hay cosas que nos sorprenden. Por 
ejemplo, en la sección V, «Organismos del artículo 220 de la Constitución de la República», inciso 16, 
Poder Judicial, hay diez artículos que tienen que ver con la regulación de las audiencias. La asignación 
presupuestal para todo el Poder Judicial en los 41 artículos de su propuesta, en lo que respecta a 
violencia de género, implementación del nuevo CPP, inversiones, gastos de funcionamiento, 
transformación de cargos y lo relativo al Departamento de Medicina Forense, en realidad, queda en 
$ 1:500.000 para el servicio odontológico. La verdad es que esto nos sorprendió sobremanera. 


Es obvio que es muy poca plata y un monto menor al que pedía el Poder Judicial, pero 
además se destina al servicio odontológico. No es para afrontar la violencia de género —donde no hay 
plata—, para la implementación del CPP ni para lo que era el Instituto Técnico Forense o para 
inversiones. Es para el servicio odontológico. 


Además de esta notoria disparidad, lo que me sorprende sobremanera es que algunos 
artículos sin costo tampoco están incluidos. Es más —soy injusto—, había un artículo sin costo que 
estaba incluido en el mensaje del Poder Ejecutivo y fue reiterado en la pasada rendición de cuentas. El 
texto decía: «Autorízase a la Suprema Corte de Justicia a destruir expedientes judiciales, en la forma 
que reglamentará conforme a Derecho». Este era el único artículo sin costo que presentó el Poder 
Ejecutivo, pero ¿saben qué pasó? Vino del Poder Ejecutivo, nosotros lo acompañamos —se recordará 
que el Partido Nacional lo votó en la pasada rendición de cuentas—, pero en la Cámara de 
Representantes fue eliminado. Nosotros reivindicamos la actitud que tuvo el Poder Ejecutivo, pero los 
diputados lo eliminaron. Obviamente, adelanto que vamos a insistir y presentaremos un artículo aditivo 
que tenga que ver con esto. 


En términos globales, más allá de alguna referencia que hicieron el director general y la 
señora presidenta de la Suprema Corte de Justicia, sobre todo con respecto al tema del nuevo 
programa sobre violencia de género y de la aplicación del CPP, me gustaría profundizar mucho más en 
el tema porque en los hechos esto significa cero. Estamos hablando de $ 1:500.000 para el servicio 
odontológico y, por ende, para todo el resto queda cero, así que me gustaría saber qué impacto tendrá 
esto en el Poder Judicial en el próximo año y en el siguiente. Pregunto esto porque hay temas que 
tienen que ver con situaciones de coyuntura que no estaban el año pasado como, por ejemplo, el 
nuevo CPP o el nuevo programa de violencia de género, que habrá que implementar. Vamos a exigir 
que los implementen y que funcionen bien, pero acá no se les dan los recursos para que ello ocurra. 


En definitiva, me gustaría profundizar sobre todo en estos dos aspectos porque me parecen, 
por lo menos, graves. 


Muchas gracias. 


SEÑOR MICHELINI.- Me gustaría plantear un tema más puntual, quizás no tan vinculado a los 
artículos, pero sí relacionado con el hecho de rendir cuentas. Me refiero a los funcionarios, porque 
todos sabemos que a nivel administrativo la Suprema Corte de Justicia los ha ido tomando a través de 


concursos. Sin embargo, en lo que respecta a la captación de magistrados la situación es un poco 
diferente. 


En la medida en que, además, en el Parlamento hay algunos proyectos vinculados a eso me 
gustaría que se utilizaran por lo menos tres minutos para saber cuál es la voluntad actual de la Corte 
sobre la captación de los futuros magistrados. Sé que se hace un gran esfuerzo por prepararlos luego 
de que entran, que hay una serie de pesos y contrapesos para que lleguen los mejores pero hay un 
punto de partida que nos gustaría analizar en forma más específica y que tiene que ver con cómo 
entran los futuros magistrados a la Suprema Corte de Justicia. 


SEÑORA ALONSO.- Saludo a la delegación de la Suprema Corte de Justicia, en particular, a su 
presidenta. 


Más allá de que pueda ser reiterativa respecto de las reflexiones y las consultas que hacía el 
señor senador Delgado, no quiero dejar de hacer algunos comentarios. Comparto las expresiones que 
hacía la señora presidenta en tanto y en cuanto como legisladores tenemos responsabilidades porque 
acá votamos una ley muy importante. Distintas compañeras —aunque también lo hicieron algunos 
senadores— pusimos énfasis y colaboramos en mejorar una ley que vino a ampliar derechos y 
protecciones, sobre todo respecto a lo que planteaba la norma de 2002 sobre violencia doméstica. 


Este tema ya viene desde hace unos cuantos meses cuando se dio una instancia con el 
Poder Judicial, con la Suprema Corte de Justicia, en la que se planteó esta preocupación. La realidad 
es que de la propuesta del Poder Judicial, el Poder Ejecutivo no prevé un solo peso, no solo en 
relación al destino que mencionaba el señor senador Delgado —es decir el CPP- sino también en 
cuanto a la implementación de esta ley de violencia de género. 


Nosotros votamos una ley que amplía derechos, que genera protecciones, pero resulta que 
después no hay plata. Acá todos estamos en falta y quienes están acá tienen mayor responsabilidad 
aun porque se sabía que esto iba a desencadenar la situación de injusticia y desigualdad que hoy 
estamos viviendo. 


Leí algunas declaraciones de la presidenta en las que decía que además acá no se puede 
hacer un plan piloto que se aplique solo en Montevideo pero no en el interior. Reitero, esta situación 
va a generar una enorme desigualdad en lo que tiene que ver con garantizar derechos. Se me suma 
una preocupación cuando escucho las cifras: en el 2005 había 7.000 denuncias mientras que en 2017 
hay 40.000. Por lo que tengo entendido, esto va a ir en aumento producto de esta situación en la que 
se va visibilizando este tema y van aumentando las denuncias. Dejo constancia de esa preocupación. 


Entre una cosa y la otra hay un abismo; entre la nada del Poder Ejecutivo y los 


$ 943:000.000 que plantea el Poder Judicial hay una diferencia enorme. Estamos muy lejos. ¿Hay un 
punto intermedio? ¿Hay un plan b? En la propuesta original del Poder Judicial eran 12 juzgados en la 
capital y 21 en el interior, pero hoy se plantean 26. La realidad es que actualmente tenemos 8 juzgados 
de violencia doméstica en Montevideo y la idea es transformar algunos para llegar a esos 26. Creo que 
hay juzgados de adolescentes que también se transformarían. Dejo la constancia de esta 
preocupación. 


Entiendo que como legisladores aprobamos una muy buena ley, ambiciosa, protectora pero 
que, sinceramente, termina siendo letra muerta porque no se puede aplicar, a pesar de que generamos 
expectativas, lo que termina en frustraciones, sobre todo en lo que tiene que ver con la consagración 
de derechos. 


Muchas gracias. 


SEÑORA EGUILUZ.- Saludo a la delegación que nos visita y pido disculpas por haber llegado tarde 
dado que tuve otro compromiso. 


Simplemente quiero hacer dos planteos. Lo primero es puntualizar nuestra preocupación 
sobre la aplicación de la ley integral de violencia contra la mujer. Nos preocupa porque su aplicación 
contempla a muchos organismos intervinientes y el Poder Judicial es fundamental en ese sentido. Ya 
hemos asistido a varias discusiones que tienen que ver con los planteos presupuestales y es imposible, 


desde nuestro punto de vista y tratando de ser lo más objetivos posible —no estoy haciendo 
consideraciones políticas—, aplicar esta ley si no se dan los recursos al Poder Judicial porque esa 
«pata» va a fallar y no habrá operatividad. Eso lo hemos discutido largamente y quiero dejar expresa 
constancia porque tiene que ver con la práctica legislativa ya que a veces cuando uno se esmera tanto 
en elaborar leyes —porque todos lo hacemos-, estas luego no tienen las rutas o los vehículos 
suficientes para que puedan transitar y es lo que creo que nos va a estar pasando si no conseguimos 
o no se buscan los recursos de otros lados para garantizar que esto funcione en todos los órganos, que 
son parte interviniente y tienen competencia en lo que tiene que ver con la ley. 


Lo segundo que quiero plantear —aquí sí le vamos a pedir a los magistrados— es si nos 
pueden ilustrar sobre la diferencia que hay entre un aumento salarial y el cumplimiento de sentencias, 
que es lo que les corresponde hacer y que tienen que ver con los acuerdos que hubo con los 
funcionarios. Digo esto porque después se dan grandes discusiones parlamentarias —ya lo vimos en la 
Cámara de Representantes— que tienen que ver con que no hay presupuesto para una cosa porque sí 
lo hay para los funcionarios. Vi el armado del planteo que ustedes hicieron, que me pareció muy 
coherente, con la dificultad que tiene la implementación de intentar modernizar los sistemas porque ha 
habido muchos cambios, pero creo que es importante separar las cosas. Por un lado, están los 
derechos adquiridos de los funcionarios y los recursos que se tienen que destinar a ello y, por otro, la 
infraestructura y el funcionamiento. Estas son cosas distintas y me parece que es bueno que quede 
sentada esa diferencia porque estoy segura de que se va a volver a plantear en la discusión. 


SEÑOR OTHEGUY.- Saludo a la delegación del Poder Judicial. 


Los recursos son uno solo y siempre son escasos. Eso es así; en economía ese es un 
principio básico. Si uno dice que el acuerdo salarial con el Poder Judicial —que por suerte se 
encaminó-— implica prácticamente USD 50:000.000, ese es un dato de la realidad. 


Sinceramente, comparto la preocupación sobre la aplicación de la ley de violencia basada en 
género porque es un tema muy sensible, es un problema que tiene el país y que hay que asumir. 
Lamentablemente es una realidad. La ley da una respuesta institucional, judicial y creo que tenemos 
que hacer los máximos esfuerzos para tratar de que efectivamente se pueda aplicar integralmente. 
Considero que es un compromiso que todos debemos asumir, independientemente de esta rendición 
de cuentas. 


Creo haber escuchado que la presidenta hablaba de unos 75.000 expedientes al año. Me 
gustaría que me dieran alguna información —si la tiene el Poder Judicial- de cuál ha sido la evolución 
de los últimos cinco o diez años para conocer la dimensión de cómo es la visibilidad de este tema que 
está debatiendo la sociedad y el Parlamento. Eso permite que una realidad que muchas veces estaba 
escondida en los entornos familiares, en el interior del país, hoy empiece a tener otra percepción y se 
plantee, saliendo de ese encierro y soledad, y progresivamente comencemos a utilizar instrumentos 
institucionales para dar respuestas eficientes. 


Quisiera saber cómo ha evolucionado esa cifra, compartir la preocupación y tratar de ver 
cómo podemos avanzar en esto. 


Gracias. 


SEÑOR MICHELINI.- Me quedó una cuestión en el tintero en relación al artículo 243 que envió el 
Poder Ejecutivo y que suprimió la Cámara de Representantes, relacionado con la destrucción de 
expedientes judiciales. Todos sabemos de su volumen y que se deterioran, de que los depósitos se 
inundan, de los costos que implica mantener esos expedientes y que muchas veces los roedores 
terminan destruyendo, de hecho, lo que no estamos autorizando por ley. Pero me parece que este no 
debe ser un artículo a incluir en una rendición de cuentas, sino que la Suprema Corte de Justicia 
debería armar un proyecto de ley al que después algunos parlamentarios podríamos darle entrada para 
que haya todo un protocolo por ley. Me parece que es loable el objetivo, pero habría que determinar de 
qué manera se hace, qué antigúedad se toma en cuenta, qué casos se consideran y cuáles pueden ser 
históricos, y tener luego un trato especial cuidadoso, si va a haber luego una comisión. Es claro, 
después sobre esos expedientes —si no se queman, si los depósitos no se inundan y los roedores no 
los destruyen— pueden estudiar los historiadores. Entonces, no se trata solamente de destruir. Creo 
que si la Suprema Corte de Justicia arma un protocolo, vamos a estar todos contestes en estudiar y en 
marcar pautas. Incluso, podría haber una suerte de comisión que autorizara qué expedientes y cuáles 
no podrían estar incluidos, más allá de su antigúedad. 


Era cuanto quería decir. 
SEÑORA MARTÍNEZ.- Nos vamos a dividir las respuestas a las distintas preguntas. 


Me voy a enfocar en algunas de las preguntas que tienen que ver con la ley de género. ¿Qué 
hacemos si tenemos presupuesto cero para la ley de género? Esa fue una pregunta que hizo el señor 
senador Delgado. Bueno, la Suprema Corte de Justicia no puede implementar una ley sin recursos. Es 
así de sencillo. Lo que podemos hacer es transformar los juzgados que estimemos que pueden ser 
transformados, reasignar competencias que consideremos del caso, pero no tenemos ninguna solución 
porque elaborar alguna sobre la base de la nada sería como hacer magia. 


Entonces, así como ya hemos decidido transformar juzgados de familia común, juzgados de 
violencia doméstica y juzgados de adolescentes en juzgados de violencia de género, suponiendo que 
no haya ningún cambio legislativo vamos a transformar todo en violencia doméstica que es lo que hoy 
existe. Esa es nuestra idea, o sea, aportar todo lo que podamos para que esta situación, que por ahora 
se llama violencia doméstica, mejore. Otra cosa no podemos hacer y honestamente sentimos que si 
esto va a funcionar más o menos o a atender una situación en forma bastante precaria, no es 
responsabilidad del Poder Judicial. Lo dije en la Cámara de Representantes y vuelvo a manifestarlo 
aquí: si esto es así, es porque se legisla sin prever cuáles son los recursos necesarios. Eso es todo lo 
que puedo contestar con respecto al impacto de tener un presupuesto igual a cero. 


Por otra parte, no hay plan b, senadora Alonso. No hicimos esta propuesta pensando, 
supongamos, que se nos va a plantear una retracción importante y vamos a poder decir que con tal 
otra cifra nos podemos manejar igual. No; no hicimos eso. Esta vez nos limitamos muchísimo en lo que 
necesitamos y dijimos: «Este es un presupuesto de mínima, que atiende el problema de mínima». Digo 
esto porque les aseguro que un juzgado más por cada departamento no es suficiente. Sin embargo, 
dijimos: «Vamos a hacerlo», porque estamos en un país que tiene recursos limitados y ahora estamos 
en un mal momento para decir que necesitamos USD 30:000.000. Somos absolutamente conscientes 
de que tenemos que ajustarnos a la realidad que vivimos, lo que pasa es que se legisló sin 
consultarnos. Ese punto me parece que es muy importante, porque nosotros opinamos que no 
tenemos que sugerir soluciones legislativas porque controlamos las leyes, pero si vamos a tocar las 
competencias y los juzgados me parece que la Corte tiene que ser escuchada. Sin embargo esta vez 
nadie nos llamó, ni en diputados ni en senadores. Se aprobó una ley sin opinión de la Corte, en un 
tema como este de competencias y juzgados. Por lo tanto, no tenemos plan b. 


SEÑOR CHEDIAK.- Me excuso por haber llegado tarde. Con todo gusto contestaré la pregunta del 
señor senador Michelini. 


Hoy todo el mundo ingresa por concurso al Poder Judicial. De hecho, el concurso por el que 
ingresan los magistrados es mucho más duro que el de todo el resto de los funcionarios. Los 
magistrados concursan para ingresar a la escuela judicial y luego tienen que hacer el postgrado de dos 
años y luego de salvarlo los vamos nombrando según el orden de escolaridad con que egresan. 


Hay que señalar que el tema viene muy imbricado con algunas razones de oportunidad que 
han complicado más aún la eventual implementación de la ley de violencia contra la mujer basada en 
género. Somos absolutamente conscientes de la razón que tenía Albert Einstein cuando señalaba que 
no hay nada que desprestigie más un sistema republicano democrático que aprobar leyes que luego no 
se pueden implementar. Todavía estamos con los coletazos de una implementación muy dificultosa del 
CPP, hoy NCPP, Nuevo Código del Proceso Penal, porque la Corte por unanimidad decidió no hacer 
ningún nombramiento por fuera de los egresados del CEJU. La realidad es que esta semana pasada 
nombramos a los 14 egresados de la generación 2018 del Centro de Estudios Judiciales sin terminar 
las pasantías, solamente con la terminación de los dos años de módulos, e igual nos están faltando 5 o 
6, porque no tenemos egresados, ni cursantes cercanos a egresar, para llenar la totalidad de los 
cargos en el interior del país. Razón por la cual si se diera la hipótesis maravillosa de que tuviéramos 
los fondos para la implementación de la ley de violencia contra la mujer basada en género sería 
extremadamente largo llenar efectivamente los cargos nuevos. Para eso hay que esperar que la 
siguiente generación del CEJU culmine los cursos y creo que van en el módulo 11, que es menos de la 
mitad de los que tienen, por lo que falta al menos un año para que egresen. Además, todo esto está 
diseñado para épocas normales, para el recambio natural de los 500 jueces, es decir debido a 
jubilaciones y los lamentables fallecimientos en el cargo. Toda demanda adicional de cargos por el 
nuevo Código del Proceso Penal es una sobrecarga al sistema. Ya estamos haciendo un concurso 
anual de ingreso al Centro de Estudios Judiciales que está publicado en el Gallito Luis — 
lamentablemente El Día no está más—, además de hacerlo en nuestra página web. La realidad es que 


se trata de un concurso verdadero; empezamos con cerca de 80 aspirantes y terminamos con 
alrededor de 16 o —en el mejor de los casos— 20 egresados, dos años después. Es decir, no es un 
concurso ficto ni tampoco nos faltan candidatos. Sucede lo mismo que en el caso de candidatos a otros 
concursos, como abogados; el problema está dado por los filtros y allí se pierde normalmente al menos 
un candidato cada cuatro. 


SEÑOR MICHELINI.- Quisiera saber, si se contara con los recursos, en cuánto tiempo podrían 
preparar el personal los magistrados. ¿En no menos de un año? 


SEÑOR CHEDIAK.- La siguiente generación va a demorar al menos un año. Ahora bien, esa 
generación no será de mucho más de 16 o 17 egresados. Restando los egresos naturales de 
jubilaciones de jueces, probablemente quede la mitad de ese número libre para agregar a los juzgados 
nuevos de violencia de género, o de género, o como se los llame. 


O sea que, incluso teniendo los recursos, lleva un tiempo importante la implementación. Por 
supuesto que los juzgados de género eventualmente los llenaríamos, ya que haríamos igual que en 
caso del nuevo Código del Proceso Penal, es decir, correríamos la pirámide. Sucede que nos queda 
desguarnecido el interior a nivel de los juzgados de paz de ciudad y juzgados de primera categoría. Los 
señores legisladores conocen muy bien esto, pues recibimos muchas expresiones de preocupación, 
sobre todo de diputados de los departamentos del interior, señalando que el interior va quedando vacío 
o que hay, por ejemplo, un solo juez en las categorías más bajas en todo el departamento a cargo de 
cinco juzgados. Y sí, es así, porque magia no podemos hacer y no queremos evadir el concurso, no 
queremos la vía lateral de nombrar por fuera del concurso. Sin embargo, para presentarse es 
necesario hacer dos años de estudio, por lo que no hay forma de acelerar procesos de un mes para 
otro sin hacer ese corrimiento que deja, como toda frazada corta, los pies a la intemperie. 


Pero quédese tranquilo senador —usted lo sabe porque ha estado presente— en el sentido de 
que estamos dispuestos a explicar todo el mecanismo con la sintonía más fina posible. Los 14 
nombramientos de la semana pasada fueron hechos el mismo día, porque es muy fácil al tener los 
nombres y los juzgados. Y lo que se hizo fue ponderar sobre todo la importancia, por número, de los 
asuntos de cada uno de los juzgados. Empezamos por nombrar 3 juzgados de paz de ciudad que 
estaban vacantes desde el 1. de noviembre de 2017 y en los casos de juzgados de primera categoría 
lo hicimos por orden decreciente de expedientes, empezando por juzgados que tenían no más de 50 
expedientes por año y dejando sin nombrar los que tienen menos de 20, e incluso había uno que tenía 
3 expedientes por año. Esos hasta el año que viene lamentablemente van a continuar vacíos, a cargo 
de jueces que tienen otras responsabilidades en otros lados y que los atienden como pueden. 


En definitiva, para nosotros es difícil, incluso contando con recursos, la metabolización de la 
creación de un número importante de juzgados adicionales. 


SEÑORA MARTÍNEZ.- Me parece importante que sepan que la escuela judicial está gobernada por 
una comisión directiva donde los representantes que la integran no son solo del Poder Judicial, sino 
también del Colegio de Abogados del Uruguay, de la Facultad de Derecho y de la Asociación de 
Magistrados del Uruguay. De todos ellos depende la organización de estos concursos y las decisiones 
que correspondan. En un momento también estuvo el Ministerio de Educación y Cultura a través de la 
fiscalía, pero ya no está más. 


Entiendo que eso da garantías de más objetividad a todo lo que se hace desde la escuela y 
de ajenidad respecto a lo que serían los intereses puramente del Poder Judicial. 


SEÑOR PESCE.- En particular, quiero responder la consulta planteada por el señor senador Otheguy 
respecto a la evolución que ha tenido el servicio de violencia doméstica. 


Antes deseo reiterar las palabras que trasmitió la señora presidenta de la Suprema Corte de 
Justicia cuando las legisladoras nos visitaron en el Palacio Piria, respecto al servicio que hoy 
brindamos —hablando de los servicios de la justicia— en el caso de violencia doméstica. Tenemos que 
decir que es pésimo porque la demanda nos ha pasado por arriba. Me parece interesante recordar a 
los señores legisladores que toda la infraestrucutra de violencia doméstica se sustenta con la creación 
de seis cargos de juez, que fue lo único que se obtuvo desde que se consagró la norma, y un puñadito 
de cargos de peritos para el interior. 


¿Cuál fue el aumento de la demanda? Fue el que hoy mencionaba la doctora Martínez: entre 
los años 2007 y 2017 —estamos hablando de diez años— las denuncias de violencia doméstica 
aumentaron un 400 %. 


Si les exponemos los números de expedientes tramitados, el aumento ha sido del 100 %. 
Quiere decir que estamos dejando fuera del sistema judicial una gran cantidad de denuncias porque 
damos un servicio cuya demanda nos sobrepasa y que es pésimo. No nos da vergúenza decirlo porque 
tenemos que ser sinceros en ese sentido y me parece importante que manejemos esta información y 
nos responsabilicemos en lo que a cada uno le corresponde. 


Hoy nos encontramos ante la dificultad de tener que instrumentar una norma que es mucho 
más exigente, que consagra más tipos de violencia, que va a aumentar inexorablemente la demanda, 
cuando ni siquiera podemos sostener lo que hasta hace un tiempo era la norma que, de alguna 
manera, sustentaba la temática de familia especializada o violencia doméstica. 


Es importante ver que esos números no son solo del Poder Judicial porque el aumento de 
400 % de las denuncias son números del Ministerio del Interior, y la única incertidumbre que tenemos 
sobre esas 40.000 denuncias es lo nuevo que va a venir por fuero de atracción y por los nuevos tipos 
de violencia que hoy no podemos determinar. Hablamos con muchos jueces e intentamos analizar una 
gran cantidad de expedientes para ver indicios de cuál sería la demanda que hoy no está clasificada. Si 
tenemos una duplicación en la cantidad de expedientes mientras que tenemos una cuadruplicación de 
las denuncias, es un claro indicador del servicio que hoy préstamos. 


Más allá de la Ley de Violencia hacia las Mujeres basada en Género que obviamente a todos 
nos preocupa cómo la vamos a instrumentar, ya hoy estamos en el debe con violencia doméstica. 


Hablamos de 6 cargos de jueces, pero tenemos competencia nacional 8 en Montevideo — 
porque la Suprema Corte de Justicia ha hecho dos transformaciones-— y a todos los jueces del interior 
con competencia de familia a quienes se les ha agregado la competencia de familia especializada y 
están haciendo agua en otras materias porque violencia doméstica ocupa todo el día la agenda. 
Tenemos atrasos importantísimos en juicios civiles, de familia, hasta en procesos laborales, que a 
veces tienen plazos muy acortados, porque los jueces están todo el día atendiendo audiencias de 
violencia doméstica. 


Me pareció importante agregar esa visión sobre la que tenemos que ser muy sinceros y, además, 
debemos tener una mirada muy transparente sobre lo que está sucediendo. 


Finalmente, quisiera hacer referencia al comentario del señor senador respecto de la 
destrucción de archivos. Si bien la propuesta alude a la destrucción de archivos —obviamente, esa es 
nuestra preocupación-, tenemos que decir que hoy, efectivamente, estos se están destruyendo. Como 
bien decía el señor senador, el tiempo y la humedad se están encargando de ello. Últimamente no 
hemos sufrido ningún incendio, pero no estamos exentos de que suceda alguna fatalidad. Obviamente 
que en el espíritu de la norma se encuentra la preservación de lo que realmente tenga que ser 
preservado y, por eso, tomamos la iniciativa, que nos parece excelente. Allí se habla de la 
reglamentación porque nuestra preocupación es definir cómo preservamos de manera perpetua lo que 
realmente tiene valor. Hoy hay algunos medios para hacerlo, pero tenemos que aplicarlos cuanto 
antes. Eso es lo que nos preocupa. Me parece relevante dejar establecido que hoy los archivos se 
están destruyendo. Al archivo central nos llegan paquetes que prácticamente no se pueden abrir 


porque parecen bloques de celulosa. Más allá de que vayamos por esa vía, agradeceremos que sea un 
camino que nos permita resolver el tema con cierta premura. 


SEÑOR DELGADO.- Simplemente, quisiera dejar una constancia en el mismo sentido de las 
expresiones de la señora senadora Alonso. 


En realidad, a raíz de la aprobación de una ley el Poder Judicial tiene que implementar este 
programa de violencia de género. Al estudiar otros incisos advertimos que el artículo 70 
correspondiente al Ministerio del Interior  —que el Partido Nacional votó en la Cámara de 
Representantes y, obviamente, va a acompañar cuando se discuta en el Senado— destina cuarenta y 
cinco millones de pesos para contratar «120 (ciento veinte) becarios con el objetivo de recibir las 
denuncias de las personas que concurran a seccionales y Unidades Especializadas en Violencia 
Doméstica y de Género (UEVDG)». Quiere decir que se otorgan cuarenta y cinco millones de pesos al 
Ministerio del Interior para contratar becarios que se encargarán de recibir denuncias sobre violencia 
de género. 


En el inciso correspondiente al Ministerio de Desarrollo Social se destina una partida para la 
compra de los mecanismos electrónicos, las tobilleras, cuando el Poder Judicial decida implementarlas. 


Incluso, se plantea la transformación en fiscalías especializadas para la violencia de género. 


Quiere decir que estamos dando la infraestructura para recepcionar las denuncias; incluso, 
otorgamos recursos para implementar algunos de los mecanismos previstos, como las tobilleras, y hay 
readecuación de las fiscalías, pero falta la otra pata: quién decide los procesos, si hay delito o no, si se 
sanciona o no, o si se determina la implementación o restricción en el uso del mecanismo electrónico 
de la tobillera. 


Eso es lo que nos parece muy poco coherente y por ello aspiramos a buscar una 
redistribución en esta rendición de cuentas para empezar a implementar todo esto. De acuerdo con lo 
que decía la señora presidenta de la Suprema Corte de Justicia, al no haber plan «b» nosotros no 
podemos implementar una ley si no tenemos los recursos para hacerlo y si no estaban previstos. Esto 
nos deja más preocupados de lo que estábamos. 


Quiero dejar esta constancia porque, en definitiva, a través de otros incisos se aporta la 
infraestructura para empezar a aplicar la ley que se aprobó. 


Gracias. 
SEÑOR HEBER.- ¡Muy bien, señor senador! 
SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de la delegación del Poder Judicial. 


(Se retiran de sala los representantes del Poder Judicial). 


(Ingresan a sala los representantes del Tribunal de Cuentas). 


—En nombre de la Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda, damos la bienvenida a 
la delegación del Tribunal de Cuentas compuesta por la presidenta, contadora Susana Díaz, la 
vicepresidenta, contadora Diana Marcos, la ministra, contadora María Elisa Etchemendy, y los ministros 
León Lev, el ingeniero Ruperto Long, el ingeniero Miguel Aumento, el doctor Gallinal, la secretaria 
general, contadora Olga Santinelli, el director de la División Jurídica, doctor Santiago Fonseca Muñoz, 
el director de la División Auditoría, contador Omar Zooby y, por la contaduría central, la contadora 
Amelia Boix. 


SEÑORA DÍAZ.- Les agradecemos por recibirnos. 


En realidad, como todos los años, tenemos una solicitud que refiere a determinadas mejoras 
en nuestra planificación dado que siempre estamos dependiendo de refuerzos de rubro que no nos 
permiten realizar los procedimientos en tiempo y forma, como desearíamos. 


Nuestro mensaje es muy escueto y medido. No se ha pedido más que lo que normalmente 
se nos entrega como refuerzo de rubro a mediados de agosto o setiembre que es lo que, en cierta 
medida, está entorpeciendo un poco el funcionamiento sobre todo de los que ejercemos como 
ordenadores del gasto dentro del Tribunal de Cuentas. 


SEÑOR DELGADO.- Saludamos a la presidenta y a los ministros del Tribunal de Cuentas que hoy nos 
acompañan. 


Estamos viendo el mensaje del inciso 17 «Tribunal de Cuentas», que consta de tres artículos 
y representan USD 2:250.000, monto de la partida que están solicitando. Pasa lo mismo que el año 
pasado: jugamos como nunca y perdimos como siempre porque, en realidad, se ha fracasado con total 
éxito, tanto nuestros visitantes como quienes el año pasado intentamos presentar un aditivo 
incluyendo una redistribución para darle más partidas al Tribunal de Cuentas. El año pasado libramos 
esta discusión e, incluso, me acuerdo que varios de los ministros señalaron que el Parlamento 
permanentemente les está exigiendo mayores niveles de competencia. Empezamos a trabajar en los 
fideicomisos, en las personas públicas no estatales y nuestra idea es avanzar —y creo que se está 
avanzando- en las sociedades anónimas de propiedad estatal, es decir que cada vez hay más 
competencias para el control, cada vez hay más intervención en los gastos no tradicionales, o sea, en 
la institucionalidad anexa o la nueva arquitectura jurídica del Estado. Pese a eso, venimos con tres 
rendiciones de cuenta con gasto cero. La pregunta que también hacíamos al Poder Judicial, que tiene 
una situación muy parecida y solo recibe una partida por el servicio odontológico, era para saber cómo 
impacta esto en el funcionamiento. Queríamos saber cómo se restringe el nivel de funcionamiento y 
cómo se resiente el servicio, ante la mayor demanda del Poder Ejecutivo y el Poder Legislativo para 
que haya un mayor nivel de intervención del Tribunal de Cuentas: más áreas con el mismo 
presupuesto. 


SEÑORA DÍAZ.- Realmente, para nosotros la situación es bastante preocupante y ahora estamos 
dando la discusión sobre cómo vamos a continuar con nuestra tarea. No es sencillo formar auditores 
de la Administración gubernamental porque no salen formados de ninguna universidad y a nosotros 
nos lleva un tiempo bastante importante. La formación de personal idóneo para realizar las tareas que 
realiza el Tribunal de Cuentas debería insumir unos dos a tres años. Es cierto que cada vez tenemos 
más atribuciones y ahora, además de las sociedades comerciales, se nos agrega el financiamiento de 
los partidos políticos y todo eso requiere de más cantidad de personal capacitado. Es un porcentaje 
interesante el que se destina a la intervención preventiva del gasto. Ese personal, en forma 
permanente, está tratando de facilitar la tarea del Poder Ejecutivo, llevando a cabo un control sobre las 
cuentas del Estado, entonces, no podemos distraer ese personal, dado que esa es una de nuestras 
atribuciones constitucionales y estamos tratando de hacer lo que se puede con la gente que se tiene. 


Nuestra propuesta no apunta tanto a la contratación de personal, sino a ayudar un poco más 
a la retribución de estos funcionarios que no son de los mejores pagos de la Administración o, por lo 
menos, del presupuesto nacional. Por otro lado, debemos tratar de obtener otro tipo de recursos. 


En el inicio les comentaba que nuestro nivel de gasto es lo que está en los tomos y en los 
artículos. Excepto el artículo 3. , los otros dos artículos refieren a los últimos refuerzos de rubros que 
hemos recibido del Poder Ejecutivo. Por tanto, con lo que tenemos actualmente estamos haciendo lo 
imposible para cumplir, aunque no es lo mejor ni lo que desearíamos, sino lo que podemos. Realmente 
estamos intentando que ingrese personal, sobre todo técnico, a efectos de poder complementar los 
cuadros de abogados y contadores, que son nuestros auditores gubernamentales. Además, queremos 
fortalecer la escuela de auditoría gubernamental para formar auditores en esas dos profesiones, algo 
que lleva mucho tiempo si se forman solo con experiencia. 


SEÑOR LONG.- Simplemente, quiero aclarar que los llamados que ha hecho el Tribunal de Cuentas en 
estos días son para reponer las vacantes que se produjeron, no para ingresar nuevo personal ni 
incrementar la plantilla existente. 


De esta forma, complemento la respuesta de la señora presidenta, que ha sido muy clara en 
cuanto a que el Tribunal de Cuentas tiene, desde hace muchísimo tiempo, exactamente el mismo 
número —o menos- de personal que tenía y su estado de situación es cada vez más complejo, ya que 
hay un conjunto muy grande de organizaciones, de fondos, de fideicomisos, sociedades anónimas con 


participación total o parcial del Estado y nuevas funciones que se van atribuyendo por una ley o por 
otra, pero siempre es la misma gente desde hace muchísimo tiempo. Se ha elaborado un listado 
realmente importante de las nuevas funciones, pero —reitero— siempre es el mismo personal. Ninguno 
de los planteos que se han hecho en el sentido de incrementar muy prudentemente la plantilla ha sido 
aceptado. 


Quería aclarar ese tema porque, seguramente, algunos habrán visto llamados pero han sido 
para cubrir las vacantes de gente que se ha jubilado o retirado por diversas causas. 


SEÑORA DÍAZ.- Además, tenemos un promedio de edad bastante alto, lo que nos hace esperar un 
mayor retiro de funcionarios. Por lo tanto, tenemos que empezar con una carencia de ingresos. 


SEÑOR HEBER.- Damos la bienvenida a los representantes del Tribunal de Cuentas. Quiero hacer dos 
consideraciones. Cuando los partidos políticos nos pusimos de acuerdo en la designación de la actual 
integración del Tribunal de Cuentas, quedamos comprometidos a estudiar, y quizás pedirle al propio 
tribunal, sobre el aggiornamento que precisaría una nueva ley del propio tribunal para la intervención 
del gasto cuando este se hace fuera de las normas legales establecidas. Por supuesto, estamos 
abiertos a escuchar del propio Tribunal de Cuentas cualquier modificación estructural de la garantía 
que tenemos que tener en cuanto a la fiscalización del gasto y a la legalidad del gasto que se hace por 
parte del Estado. 


La primera pregunta que quiero hacer es si, en ese sentido, se pudo avanzar en algún 
anteproyecto o ideas al respecto. Habíamos quedado en avanzar para poder votar alguna ley que le dé 
más potestades al tribunal y que muchas de las observaciones que envía el tribunal a esta casa, ya 
sea por su jerarquía, por el monto o por otro criterio que entienda pertinente, puedan llegar no como un 
trámite donde termina el archivo de un expediente, sino como una notificación que los legisladores 
debiéramos tener en cuenta. Esas observaciones muchas veces se reiteran y no detienen el gasto. 

Concretamente, la pregunta es si hay un grupo de trabajo y si el tribunal y sus ministros están 
abocados a analizar o a proponer al sistema político una modificación a la brevedad, de modo tal de 
poder saber qué es lo que técnicamente entiende que debería tener. Después lo analizaremos 
políticamente en esta casa. 


Por otro lado, quiero dejar una constancia. Me hubiera gustado que estuviera presente todo 
el tribunal. Por supuesto están nuestros amigos —que tienen nuestra confianza, como Ruperto Long, 
aunque no está el ministro Gallinal- pero especialmente me hubiera gustado contar con la presencia 
del ministro Lev, porque cuando se desempeñó como diputado fue muy duro al pedir recursos. 
Entonces, repito, me hubiera gustado contar con su presencia porque podría haber sido también 
coherente y haber sido muy duro en esta instancia, como ministro del Tribunal de Cuentas, al pedir y 
exigir recursos. 


SEÑOR MICHELINI.- No puede hacer política. 
SEÑOR HEBER.- No. Me refiero a la actitud de pedir por el tribunal. 


Solicito que le transmitan al ministro Lev, con cariño —con quien he tenido tantos 
enfrentamientos en esta casa—, que Heber realmente extrañó su presencia porque me hubiera gustado 
escucharlo hoy al ministro pedir los recursos para el tribunal con ese vigor, esa fuerza y esa dureza con 
que trataba estos temas. Pido, entonces, a los representantes del tribunal que le transmitan esta 
inquietud al señor ministro Lev. 


SEÑOR PARDIÑAS.- En primer lugar, le doy la bienvenida a la delegación del Tribunal de Cuentas. Es 
un gusto poder compartir con ellos esta instancia. 


Creo que el ministro Lev ya hizo el pedido porque firmó el proyecto de ley articulado que 
remite el Tribunal de Cuentas, donde figura un incremento de 46 millones. Por lo tanto, si son millones, 
el ministro Lev debe estar conteste a seguir reclamando recursos y tendrá que contentarse con lo que 
pueda resolver el Parlamento. 


Quiero hacer dos consultas. Una, vinculada a lo que expresaban en su exposición la señora 
presidenta y el propio ministro Long en cuanto a los auditores. Es cierto que al Tribunal de Cuentas se 
le han adjudicado nuevos controles, pero también hoy en día —y de ahí mi pregunta-—, es real el avance 
tecnológico en torno a todos los tipos de registros contables, a la forma en que se llevan adelante esos 


programas y la posibilidad de auditar con el uso de la tecnología. ¿Eso ha repercutido en una mejora 
de la productividad auditora del propio Tribunal de Cuentas, como la han tenido también otras 
empresas que se dedican a auditar estados contables e intervenciones de gastos? 


La otra consulta tiene que ver con lo planteado por la delegación del Mides cuando estuvo 
presente en la comisión. Manifestó cierta preocupación por el desarrollo del área de la economía social 
y dijo que se le siguen realizando observaciones a los gastos por contratación directa de cooperativas 
sociales, cuando el numeral 20 del artículo 33 del Tocaf —que, justamente, se incorporó en 
presupuestos anteriores— establece una excepción para desarrollar este tipo de contratación. Ellos 
manifestaron la preocupación de que esto se sigue evidenciando y de que reciben muchas consultas. 
La dirección lleva cierto control, vínculo y formación en la consolidación de las cooperativas sociales, y 
aparece la observación cuando las diferentes administraciones realizan contratos directos de estas 
cooperativas. 


Quería saber cómo visualizaba esto el Tribunal de Cuentas o en qué se sustenta esto porque 
tal vez las observaciones no refieren a la excepcionalidad que figura en la norma, sino que recae en 
otros elementos que todavía no hemos podido incorporar o desarrollar desde el área de la cooperativa 
social. 


SEÑOR BERTERRECHE.- Quiero dejar solamente una constancia. 


Me llamó la atención la declaración del señor senador Heber cuando dijo que hay algunos 
ministros que son de confianza. En la medida en que todos los ministros del Tribunal de Cuentas pasan 
por el Senado de la república, son todos de nuestra confianza; son de confianza del Cuerpo. 


Gracias señor presidente. 


SEÑORA DÍAZ.- Voy a empezar por el principio y diré que la división de auditorías está trabajando en 
una sistematización de la forma en que se reciben las observaciones, aunque todavía nos falta. Por 
esa razón, aún no hemos solicitado una reunión en el Parlamento a los efectos de ver qué es lo mejor 
para que ustedes puedan ejercer su tarea de último contralor y que no les lleguen grandes volúmenes 
de cosas pequeñas o que las importantes se entreveren con otras que no lo son. 


Estamos trabajando y ni bien tengamos una idea más asentada de cómo nos ha ido con esta 
simplificación, ya que también hemos intentado acortar envíos y juntar más información de parte de los 
organismos para que sea más fácil su procesamiento, se los haremos saber. 


Asimismo, debemos decir que estamos un poco sorprendidos porque teníamos entendido 
que el ministro Lev iba a concurrir en el día de hoy y no avisó que no lo haría, así que suponemos que 
en cualquier momento puede llegar. 


En lo que respecta al avance tecnológico, debo decir que sí se está utilizando, pero la 
ministra Marcos tiene más experiencia en ese sentido, sobre todo porque participó directamente en la 
implementación de los sistemas. Por lo tanto, si el señor presidente lo considera conveniente, me 
gustaría cederle el uso de la palabra porque creo que es la más indicada para responder. 


SEÑORA MARCOS.- Buenos días a todos y muchas gracias por recibirnos. 


Me halaga que se aclare que todos somos objeto de la confianza de los señores legisladores 
de la Asamblea General, que es la que nos designó. 


Estoy cursando un segundo período —soy de los que han repetido—, así que me gustaría 
aclarar un esfuerzo específico que ha hecho el Tribunal de Cuentas. En el período anterior intentamos 
tecnificarnos y aggiornarnos lo máximo posible en cuanto a la tecnología de auditorías. Hicimos varias 
consultas sobre algunos sistemas que se están utilizando en el país —creo recordar el del Banco 
Central y algún otro lugar- y luego de ello, gracias a que pertenecemos a la organización 
latinoamericana de contralorías y también a la internacional, la contraloría de Chile —siempre he 
mencionado que es increíble—, después de que tuvo que hacer un gasto de siete millones de dólares 
para implementar un sistema de control de auditorías, nos ofreció su colaboración a fin de brindarnos 
las prestaciones y el conocimiento para nuestros funcionarios en forma gratuita. Así fue que dispusimos 
nuestro muy pequeño equipo de las áreas de informática y de auditoría para comenzar a trabajar con la 


contraloría chilena; en particular, con el contralor Mendoza, que ya no trabaja más en esto, pero fue 
una persona muy importante para el desarrollo de este sistema. 


En su momento manifestamos al Poder Ejecutivo que nuestro único gasto en esto estuvo 
relacionado con algún aspecto tecnológico de computadoras y demás, así como algún viaje que 
tuvimos que hacer —ellos y nosotros— desde Santiago de Chile. En definitiva, creemos que fue una 
innovación importante; se trata de un sistema informático que permite que los auditores vayan a 
realizar su tarea en el lugar concreto, que obtengan las pruebas y que luego, a través de la informática, 
puedan volcarlas. Luego, un supervisor verifica lo que hizo el auditor -puede aceptarlo o rechazarlo, o 
sea que la información va y vuelve— y de allí sigue a la dirección superior. De esta manera podemos 
llegar hasta los ministros para ver cómo se ha hecho la auditoría. 


Es un sistema excepcional, aunque siempre estamos a la mitad de su implementación debido 
al poco personal que tenemos, a la dificultad de la capacitación y a que, en realidad, nuestra 
metodología se va aggiornando —por supuesto—, los capacitamos, pero tenemos que estar siempre a 
punto con las nuevas tareas que tenemos. 


Aclaro que empezamos a trabajar en una reestructura que también está a medio camino. 
Esperamos que en el momento en que se haga un nuevo presupuesto quinquenal los señores 
legisladores resuelvan cuál es la función que debemos cumplir. En lo personal, entiendo que la 
auditoría pública estatal debe ser la que tiene que hacer los controles en todos los organismos del 
Estado. Reitero: es una opinión personal. Me gustaría que llegáramos a ello y que para eso se den 
todos los medios. Eso es lo que deseamos los que queremos al tribunal, o sea, todos los que estamos 
acá y también los funcionarios. Algunos de ellos los hemos tenido que ceder en comisión —como 
alguien a quien estoy viendo allá enfrente— y lamentamos cuando un subdirector pasa a trabajar en 
otro ámbito porque nos gustaría tenerlos a todos, tecnificarnos más y contar con un Tribunal de 
Cuentas cada vez mejor. 


Gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero dejar constancia de que quiero al tribunal porque trabajé durante 
muchos años en forma cercana y, por lo tanto, compartí mucho tiempo en ese ámbito. 


Solo restaría contestar una pregunta formulada por el senador Pardiñas. 


SEÑORA DÍAZ.- Es cierto que en el tribunal normalmente por mayoría se observan algunos gastos que 
se realizan al amparo del artículo 20, no porque se trate de cooperativas sino porque es una forma de 
pago que se entiende —por algunos ministros— que no está habilitada por el Tocaf, en virtud de que el 
último pago se hace en los cuatro o seis meses previos a la finalización del contrato. Eso se ha 
estado coordinando con la directora general de Secretaría del Mides y pensamos que lo van a arreglar. 
Ellos manifiestan algunas opiniones que son sumamente válidas porque esa partida que estamos 
observando porque se paga con anticipación, es para el pago del personal. Por lo tanto, si se les 
termina el ejercicio, si no llegan a tiempo para liquidar, se ocasionaría un problema para la cooperativa 
que está prestando el servicio. Si bien nosotros le pagamos a la cooperativa, esta paga mano de obra y 
la liquidación la tendría que hacer muy cerca del cierre del ejercicio, con todas las demoras que el 
trámite —por más ágil que sea— pueda tener. 


Por estas razones, se producen las observaciones. Esperamos que se pueda resolver este 
tema a la brevedad, que el año que viene no tengamos estas diferencias entre los ministros y salga 
este asunto por unanimidad. 


Muchas gracias. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Despedimos a nuestros invitados. 
Se levanta la sesión matutina. 


(Son las 11:53). 
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